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RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL 
ELECTORAL RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR DE QUEJA EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, INSTAURADO 
EN CONTRA DE LA COALICIÓN “FUERZA Y CORAZÓN POR MÉXICO”, 
QUIENES RESULTEN RESPONSABLES Y BERTHA XÓCHITL GÁLVEZ RUÍZ 
CANDIDATA AL CARGO DE PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEXICANA, EN 
EL MARCO DEL PROCESO ELECTORAL CONCURRENTE 2023-2024, 
IDENTIFICADO CON EL NÚMERO DE EXPEDIENTE INE/Q-COF-UTF/152/2024 
 
 

Ciudad de México, 21 de marzo de dos mil veinticuatro. 
 
 
VISTO para resolver el expediente INE/Q-COF-UTF/152/2024. 
 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
 
I. Escrito de queja. El trece de febrero de dos mil veinticuatro, mediante la Oficialía 
de Partes Común de este Instituto, y posteriormente en esta misma fecha por el 
Sistema de Archivo Institucional se recibió copia simple del escrito de queja signado 
por Jorge Álvarez Máynez, que por su propio derecho presenta, en contra de la 
Coalición “Fuerza y Corazón por México”, quienes resulten responsables y 
Bertha Xóchitl Gálvez Ruíz quien se postula al cargo de Presidenta de la 
República, por presuntos actos anticipados de campaña, aportación de ente 
impedido, y la posible omisión de reportar ingresos y/o gastos por la compra de bots 
en la red social “X”, que pone en peligro los principios y valores electorales, así 
como la afectación del principio de equidad de la contienda electoral, en el marco 
del Proceso Electoral Concurrente 2023-2024. (Foja 01 a la 23 del expediente) 
 
II. Hechos denunciados y elementos probatorios. De conformidad con el artículo 
42, numeral 1, fracción II, incisos b) y c) del Reglamento de Procedimientos 
Sancionadores en Materia de Fiscalización, se transcriben los hechos denunciados 
y se enlistan los elementos probatorios aportados: 
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“(…) 
 

1. HECHOS 
 
1. EI 12 de febrero de 2024, se advirtió la existencia de una estrategia 
sistemática integral en la que participan de manera activa miles de bots que 
emiten comentarios positivos en favor de la candidata a la Presidencia de la 
República Bertha Xóchitl Gálvez Ruiz, los partidos políticos PAN, PRI Y PRD 
así como diversos actores de los referidos institutos políticos. 
 
Como puede advertirse de las imágenes que se presentan a continuación, 
según Twitter Audit, más de 21,642 seguidores de la cuenta oficial de la C. 
Bertha Xóchitl Gálvez Ruiz, en la red social X son falsos. 
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2. El 12 de febrero de 2024, se advirtió la existencia de una estrategia 
sistemática e integral en la que, a través de cuentas falsas o los denominados 
"bots", en la red social X (antes Twitter) se comenzaron a difundir mensajes en 
favor de la Presidencia de la República Bertha Xóchitl Gálvez Ruiz, los partidos 
políticos PAN, PRI Y PRD así como diversos actores de los referidos institutos 
políticos, al tiempo que emiten comentarios negativos en contra de personas 
integrantes de diversas fuerzas políticas. 
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2. ESENCIA DE LA DENUNCIA 
 
Se solicita que la autoridad administrativa electoral investigue los actos referidos 
en el capítulo de hechos en los que se advierte la omisión de reportar ingresos 
y/o gastos; o bien si recibieron una probable aportación de ente prohibido por 
concepto de la compra de "bots" para influir en el electorado y posicionar a las 
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denunciadas dentro de la red social Twitter, lo que podría constituir infracciones 
a la normatividad electoral, en materia de origen, monto, destino y aplicación de 
los recursos, así como de la comisión de ilícitos electorales graves mediante la 
utilización de "bots" que ponen en grave riesgo los principios y valores 
esenciales que deben regir todos los procesos electorales. 
 
En particular de los siguientes: 

 
• Actos anticipados de campaña; 
•Riesgo inminente de que los actos denunciados afecten de manera irreparable 
el principio constitucional de equidad en la contienda. 
• Omisión de reportar gastos ante el Instituto Nacional Electoral 
 
En el caso que se denuncia, confluyen distintos actos absolutamente contrarios 
a la normativa electoral, a la Constitución y a los principios y valores 
democráticos más esenciales, que deben ser analizados de forma integral y no 
aislada e individual pues se trata de una nueva estrategia integral y sistemática 
de carácter proselitista para posicionar de manera favorable y anticipada a la C. 
Bertha Xóchitl Gálvez Ruíz y a la coalición electoral "Fuerza y Corazón por 
México", que la postula al cargo de Presidenta de la República ante la 
ciudadanía en general de cara al Proceso Electoral Federal2023- 2024. 
 
En el caso en concreto, se da cuenta con la utilización de cuentas registradas 
en la red social "X" (antes Twitter) que tienen características similares entre sí, 
entre las que se detectan tareas repetitivas respecto al contenido que se 
comparte, replica y publica, en dicha red social. 
 
Al respecto, un bot es una aplicación de software automatizada en redes 
sociales, también denominada bots sociales, generan actividad falsa en las 
redes sociales, como cuentas, seguidores, me gusta o comentarios falsos. Al 
imitar la actividad humana en las plataformas de las redes sociales, envían 
spam a los contenidos, aumentan la popularidad o difunden información falsa. 
Dicha aplicación sigue instrucciones específicas para imitar el comportamiento 
humano, pero es más rápida y precisa. Un bot también se puede ejecutar de 
forma independiente sin intervención humana. Por ejemplo, los bots pueden 
interactuar con sitios web, hablar con visitantes del sitio o analizar contenidos 
con intenciones maliciosas 
 
De tal manera, la utilización de bots en redes sociales durante una contienda 
electoral representa una amenaza significativa para la equidad del proceso 
democrático por varias razones. 
 
En primer lugar, los bots tienen la capacidad de amplificar artificialmente el 
alcance y la visibilidad de ciertos mensajes políticos, lo que distorsiona la 
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percepción pública y puede influir en la opinión de los votantes. Esto crea una 
desigualdad en la exposición mediática de los candidatos y partidos, 
favoreciendo a aquellos con mayores recursos para financiar estas prácticas. 
 
Además, la proliferación de bots dificulta la identificación de la verdadera 
opinión pública, ya que generan una falsa sensación de apoyo o rechazo hacia 
determinadas figuras políticas o propuestas. Esto puede llevar a una percepción 
distorsionada de la realidad política y socavar la confianza en el sistema 
electoral. 
 
Asimismo, la utilización de bots para difundir desinformación o propaganda 
política puede afectar la integridad del proceso electoral al manipular la 
percepción de los ciudadanos y distorsionar el debate público. Esto puede llevar 
a una polarización de la sociedad y dificultar el proceso de toma de decisiones 
informadas por parte de los votantes. 
 
Por otro lado, la proliferación de bots en redes sociales puede también 
desincentivar la participación política genuina, al crear la impresión de que la 
discusión pública está dominada por intereses artificiales o manipulados. Esto 
puede llevar a la apatía y el desencanto de los ciudadanos hacia el proceso 
electoral, socavando así la legitimidad de los resultados. 
 
En resumen, la utilización de bots en redes sociales durante una contienda 
electoral en México representa un grave riesgo para la equidad del proceso 
democrático al distorsionar la percepción pública, manipular la opinión de los 
votantes, socavar la integridad del debate político y desincentivar la 
participación genuina. Por lo tanto, es fundamental implementar medidas 
efectivas para prevenir y sancionar estas prácticas y garantizar la transparencia 
y equidad en el proceso electoral. 
 
Además, los denunciados se encontraban compelidos a registrar los recursos 
erogados mediante los cuales se allegaron del sistema automatizado, las 
personas que o empresas que los implementan, así como el beneficio que 
aporta a la candidatura de Bertha Xóchitl Gálvez Ruíz, en razón de que se 
utilizan recursos materiales, técnicos, humanos y financieros, que deben ser 
fiscalizados por el Instituto Nacional Electoral, para denostar a diversos partidos 
políticos y alternativas democráticas y, por el contrario, para promover a los 
partidos políticos que postulan su candidatura. 
 
El hecho de que los referidos "bots" emitan expresiones negativas en contra de 
diversas alternativas políticas o democráticas al tiempo que emite expresiones 
favorables para la fuerza política y partidista al que pertenece, lo que vulnera el 
principio constitucional de equidad en la contienda pues genera una ventaja 
indebida a determinadas candidaturas y partidos políticos 
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En este sentido, la utilización de recursos para actividades ordinarias, con 
finalidades de proselitismo electoral deben ser contabilizados además, como 
actos anticipados de campaña en beneficio de los partidos políticos que 
conforman la coalición denunciada, así como de la candidatura denunciada, 
dentro de una contienda electoral implica una grave violación a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos así como a la legislación electoral. 
En consecuencia, la omisión de reportar gastos de campaña implica una grave 
vulneración a la legislación electoral. 

 
En este sentido, debe determinarse si los sujetos obligados incumplieron con lo 
dispuesto en los artículos 25 numeral 1, inciso i) en relación al 54 numeral 1 y 
79 numeral 1, inciso b) fracción I de la Ley General de Partidos Políticos, así 
como los artículos 96 numeral 1, 127, 192 Y 226 del Reglamento de 
Fiscalización, mismos que se transcriben a continuación: 
 
[se insertan Artículos]  
 
Conforme a la normatividad establecida en la Ley General de Partidos Políticos 
y el Reglamento de Fiscalización, se desprenden diversas obligaciones que los 
partidos políticos en México están legalmente obligados a cumplir: 
 
•  Rechazo de apoyo económico de extranjeros y religiosos: En virtud del 
artículo 25, inciso i, de la Ley General de Partidos Políticos, los partidos políticos 
tienen la obligación de rechazar cualquier tipo de apoyo económico, político o 
propagandístico proveniente de extranjeros, ministros de culto de cualquier 
religión, así como de asociaciones y organizaciones religiosas e iglesias. Esta 
disposición busca preservar la independencia y autonomía de los partidos 
políticos frente a influencias externas que puedan comprometer su integridad y 
objetivos. 
 
• Prohibición de recibir aportaciones de entidades gubernamentales y 
personas morales: De acuerdo con el artículo 54 de la Ley General de Partidos 
Políticos, los partidos políticos tienen prohibido recibir aportaciones o donativos 
en dinero o especie de diversas entidades y personas, incluyendo los poderes 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, organismos autónomos, partidos políticos 
extranjeros, personas morales, entre otros. Esta restricción tiene como finalidad 
evitar la influencia indebida de intereses particulares en el financiamiento de los 
partidos políticos y garantizar la equidad en la contienda electoral. 
 
•  Presentación de informes de precampaña y campaña: Según el artículo 79 
de la Ley General de Partidos Políticos, los partidos políticos están obligados a 
presentar informes de precampaña y campaña en las elecciones respectivas. 
Estos informes deben especificar los gastos realizados tanto por el partido 
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político como por los candidatos en el ámbito territorial correspondiente. Esta 
obligación tiene como objetivo garantizar la transparencia y rendición de 
cuentas en el uso de los recursos durante el proceso electoral. 
 
•  Control y registro contable de ingresos y egresos: En el Reglamento de 
Fiscalización, se establecen disposiciones específicas para el control y registro 
contable de los ingresos y egresos de los partidos políticos. De acuerdo con los 
artículos 96 y 127 del reglamento, todos los ingresos y egresos, ya sean de 
origen público o privado, deben estar debidamente documentados, registrados 
y sustentados contablemente, cumpliendo con los requisitos fiscales y contables 
establecidos en la ley. Esta medida busca asegurar la transparencia en la 
gestión financiera de los partidos políticos y prevenir el uso indebido de los 
recursos. 
 
Asimismo, en el SUP-RAP-153/2023 la Sala Superior determinó que la omisión 
de reportar gastos de propaganda que fueron detectados en las visitas de 
verificación a diversos eventos debía ser sancionada.' 
 
Es decir, los partidos políticos tienen la obligación de presentar ante la autoridad 
fiscalizadora electoral, los informes de campaña correspondientes al ejercicio 
sujeto a revisión, en los que reporten el origen y monto de los ingresos que por 
cualquier modalidad de financiamiento reciban; así como el empleo y aplicación 
de los recursos que se hayan destinado para financiar los gastos realizados 
para el sostenimiento de sus actividades, mismos que deberán estar 
debidamente registrados en su contabilidad, acompañando la totalidad de la 
documentación soporte dentro de los plazos establecidos por la normativa 
electoral. 
 
El cumplimiento de esta obligación permite al órgano fiscalizador verificar el 
adecuado manejo de los recursos que los partidos políticos, reciban y realicen, 
garantizando de esta forma un régimen de rendición de cuentas, así como una 
equidad en la contienda electoral, principios esenciales que deben regir en un 
Estado democrático. 
 
Para poder acreditar el gasto de campaña por el uso de bots, la autoridad 
electoral podría realizar las siguientes acciones: 
 
Análisis detallado de la actividad en redes sociales: La autoridad electoral 
podría llevar a cabo un análisis exhaustivo de la actividad en redes sociales 
durante el periodo de campaña, identificando patrones de comportamiento 
sospechosos que sugieran la presencia de bots. Esto podría incluir la frecuencia 
y consistencia de las publicaciones, la interacción con otras cuentas, la 
generación de contenido automatizado, entre otros. 
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Rastreo de perfiles sospechosos: Se podría realizar un seguimiento de 
perfiles sospechosos que muestran señales de comportamiento automatizado, 
como la falta de actividad fuera del periodo electoral, la replicación de contenido 
de manera sistemática, la ausencia de interacción genuina con otros usuarios, 
entre otros indicadores. 
 
Investigación sobre la adquisición de bots: La autoridad podría realizar 
indagaciones para determinar si los sujetos incoados realizaron adquisiciones 
de softwares originadores de bots o contrataron servicios de empresas 
dedicadas a la creación y operación de bots con el fin de beneficiar la campaña 
electoral. Esto podría incluir la revisión de registros financieros, contratos, 
facturas, correos electrónicos u otras comunicaciones que pudieran evidenciar 
dichas transacciones. 
 
Colaboración con expertos en tecnología y seguridad informática: La 
autoridad electoral podría solicitar la colaboración de expertos en tecnología y 
seguridad informática para identificar y analizar la presencia de bots en las 
redes sociales, así como para desarrollar metodologías y herramientas de 
detección más avanzadas que permitan identificar patrones de comportamiento 
sospechosos. 
 
En resumen, para poder acreditar el gasto de campaña por el uso de bots, la 
autoridad electoral deberá llevar a cabo un análisis exhaustivo de la actividad 
en redes sociales, realizar investigaciones sobre la adquisición de bots y 
contratación de servicios relacionados, y colaborar con expertos en tecnología 
para desarrollar metodologías de detección más efectivas. 
 
Aunque la detección de bots puede ser compleja debido a su comportamiento 
cada vez más sofisticado, con los recursos que cuenta la autoridad electoral, 
mismos que resultan adecuados, y la colaboración de expertos, el INE puede 
identificar y documentar el uso de bots con fines electorales que se denuncian. 
 

3. MEDIDAS CAUTELARES y MEDIDAS DE APREMIO 
 
De acuerdo con las consideraciones que han sido narradas, es claro que en el 
presente caso se han violentado los principios democráticos contenidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, cabe señalar 
que pese a la existencia de sendos acuerdos en los que se han dictado medidas 
cautelares por parte de las autoridades electorales para evitar violaciones a la 
legislación electoral, la denunciada ha continuado violentando de manera 
reiterada y sistemática la legislación, la propia Carta Magna así como los 
principios en ella contenidos. Dicho actuar genera que se continúe mermando 
los principios rectores en materia electoral. 
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Asimismo, se solicita que las publicaciones y videos denunciados sean 
retirados de las cuentas oficiales de las redes sociales y sitios de internet 
correspondientes a efecto de que el material denunciado no continúe 
llegando a más personas; que se realice una revisión de las publicaciones 
de las cuentas de las que tenga dominio, controlo administración; y que 
no se publique material similar o análogo. 
 
De igual manera, se solicita que se ordene a la denunciada a reportar los 
gastos relativos a la estrategia digital implementada en favor de su 
candidatura por concepto de "bots" y cuentas falsas que emiten muestras 
de apoyo de manera constante, así como a emitir un desplegado en redes 
sociales el que se deslinde del uso de bots o cuentas falsas por generar 
posibles afectaciones al Proceso Electoral Federal 2023-2024. 
 
Aunado a las medidas cautelares solicitadas, igualmente se solicita la 
imposición de las medidas de apremio mucho más efectivas para garantizar que 
las y los denunciados sean eficaces para cumplir con la legislación electoral 
vigente reincidirán en las conductas ilícitas denunciadas que puedan trastocar 
de manera irreparable el principio constitucional de equidad en la contienda. 
Ello, pues si los sujetos obligados no cumplen las determinaciones de estas 
autoridades, estas autoridades electorales se encuentran facultadas para 
imponer las medidas cautelares más severas que correspondan, incluso 
llegando a determinar los apercibimientos más eficaces que se estimen 
procedentes. 
 
El cumplimiento de la ley y de las determinaciones de las autoridades no puede 
quedar al arbitrio de los sujetos obligados, y es responsabilidad estricta de las 
autoridades llevar a cabo todas las acciones a su alcance, a efecto de garantizar 
el cumplimiento de sus determinaciones. Esto constituye un principio básico en 
todo orden constitucional y democrático de Derecho. 
 
A efecto de acreditar lo anterior, se ofrecen los siguientes elementos de 
convicción: 
(…)” 

 
Los elementos ofrecidos por el denunciante en su escrito de queja son los 
siguientes: 
 

• Prueba técnica consistente en 150 (ciento cincuenta) URL´s. 
• Prueba técnica consistente en 4 (cuatro) imágenes insertas en el escrito de 

queja. 
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III. Acuerdo de recepción. El veinte de febrero de dos mil veinticuatro, la Unidad 
Técnica de Fiscalización acordó tener por recibido el escrito de queja mencionado, 
registrado bajo el número de expediente INE/Q-COF-UTF/152/2024 y notificar a la 
Secretaría Ejecutiva del Consejo General del Instituto Nacional Electoral sobre su 
recepción. (Fojas 24 a la 26 del expediente) 
 
IV. Notificación de recepción de queja a la Secretaría Ejecutiva del Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral. El veinte de febrero de dos mil 
veinticuatro, mediante oficio INE/UTF/DRN/6660/2024, la Unidad Técnica de 
Fiscalización informó a la Secretaría Ejecutiva del Consejo General, la recepción 
del escrito de mérito. (Fojas 27 a la 30 del expediente) 
 
V. Remisión del escrito de queja a la Unidad Técnica de lo Contencioso 
Electoral del Instituto Nacional Electoral.  
 
a) El veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro, mediante oficio 
INE/UTF/DRN/6668/2024, la Unidad Técnica de Fiscalización bajo el amparo de la 
expeditez de la información remitió el escrito de queja a la Unidad Técnica de lo 
Contencioso Electoral, a efecto de que determinara lo que en derecho 
correspondiera respecto a los hechos denunciados, de los cuales se advirtió la de 
actos anticipados de campaña, aportación de ente impedido, y la posible omisión 
de reportar ingresos y/o gastos por la compra de bots en la red social “X”, misma 
que pone en peligro los principios y valores electorales, así como, la afectación del 
principio de equidad de la contienda electoral, en el marco del Proceso Electoral 
Concurrente 2023-2024. (Fojas 31 a la 35 del expediente). 
 
b) El cinco de marzo de dos mil veinticuatro, se recibió el Acuerdo emitido dentro 
del expediente UT/SCG/PE/JAM/CG/228/PEF/619/2024, iniciado con motivo de la 
vista dada mediante el oficio señalado en el inciso anterior, en cuyo punto de 
acuerdo SEXTO, se determinó desechar la queja por actualizarse la causal prevista 
en los artículos 471, párrafo 5, inciso b) de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; y 60, párrafo 1, fracción II del Reglamento de Quejas y 
Denuncias del Instituto Nacional Electoral. 
 
VII. Sesión de la Comisión de Fiscalización del Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral. En la Quinta Sesión Extraordinaria de la Comisión de 
Fiscalización del Consejo General del Instituto Nacional Electoral, celebrada el 
diecinueve de marzo de dos mil veinticuatro, se listó en el orden del día el proyecto 
resolución respecto del procedimiento al rubro indicado, el cual fue aprobado, por 
votación unánime de los Consejeros Electorales integrantes de la Comisión de 
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Fiscalización; las Consejeras Electorales Carla Astrid Humphrey Jordan y Mtra. 
Dania Paola Ravel Cuevas, y los Consejeros Electorales Mtro. Jaime Rivera 
Velázquez, Dr. Uuc-kib Espadas Ancona, y el Consejero Presidente de la Comisión 
Mtro. Jorge Montaño Ventura. 
 
Una vez sentado lo anterior, se determina lo conducente.  
 
 

C O N S I D E R A N D O 
 
 
1. Competencia. Con base en los artículos 41 de la Constitución Política de los 
Estado Unidos Mexicanos; 196, numeral 1; 199, numeral 1, incisos c), k) y o); de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; y 5, numeral 2 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, la 
Unidad Técnica de Fiscalización es competente para formular el presente Proyecto 
de Resolución. 
 
Precisado lo anterior, y con base en el artículo 192, numeral 1, inciso b) de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales; así como 5, numeral 1 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, la 
Comisión de Fiscalización es competente para conocer el presente Proyecto de 
Resolución y someterlo a consideración del Consejo General. 
 
En este sentido de acuerdo con lo previsto en los artículos 41, Base V, apartado B, 
penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 35, 
numeral 1; 44, numeral 1, inciso j); y 191, numeral 1, inciso d) y g) de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, este Consejo General es competente 
para emitir la presente Resolución. 
 
2. Normatividad Aplicable. Respecto a la normatividad sustantiva tendrá que 
estarse a las disposiciones vigentes al momento en que se actualizaron los hechos 
que dieron origen al procedimiento oficioso que se resuelve, esto es, a lo dispuesto 
en el Reglamento de Fiscalización aprobado en sesión extraordinaria del Consejo 
General de este Instituto, celebrada el veinticinco de agosto de dos mil veintitrés, 
mediante Acuerdo INE/CG522/20231. 

 
1 ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE REFORMAN Y 
ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES AL REGLAMENTO DE FISCALIZACIÓN APROBADO MEDIANTE ACUERDO 
INE/CG263/2014 Y MODIFICADO MEDIANTE LOS ACUERDOS INE/CG350/2014, INE/CG1047/2015, INE/CG320/2016, 
INE/CG875/2016, INE/CG68/2017, INE/CG409/2017, INE/CG04/2018 E INE/CG174/2020 
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Lo anterior, en concordancia con el criterio orientador establecido en la tesis 
relevante Tesis XLV/2002, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, cuyo rubro es “DERECHO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DEL 
IUS PUNIENDI DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL” y el principio 
tempus regit actum, que refiere que los delitos se juzgarán de acuerdo con las leyes 
vigentes en la época de su realización. 
 
Ahora bien, por lo que hace a la normatividad adjetiva o procesal conviene 
señalar que en atención al criterio orientador titulado bajo la tesis: 2505 emitida por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, octava época, consultable 
en la página 1741 del Apéndice 2000, Tomo I, materia Constitucional, precedentes 
relevantes, identificada con el rubro: “RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES 
PROCESALES. NO EXISTE POR REGLA GENERAL”, no existe retroactividad en 
las normas procesales toda vez que los actos de autoridad relacionados con éstas 
se agotan en la etapa procesal en que se van originando, provocando que se rijan 
por la norma vigente al momento de su ejecución. Por tanto, en la sustanciación y 
resolución del procedimiento de mérito, se aplicará el Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización aprobado mediante el 
acuerdo INE/CG264/2014, modificado a su vez mediante los diversos 
INE/CG1048/2015, INE/CG319/2016, INE/CG614/2017, INE/CG523/2023, este 
último modificado mediante acuerdo INE/CG597/20232. 
 
3. Cuestión de previo y especial pronunciamiento. Por tratarse de una cuestión 
de orden público, debe verificarse si en la especie se actualiza alguna de las 
causales de improcedencia previstas en la normatividad, ya que, de ser así, existirá 
un obstáculo que impide la válida constitución del proceso e imposibilita un 
pronunciamiento sobre la controversia planteada. 
 

 
2 ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE MODIFICA EL 
REGLAMENTO DE PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, APROBADO EL 
DIECINUEVE DE NOVIEMBRE DE DOS MIL CATORCE, EN SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL MEDIANTE EL ACUERDO INE/CG264/2014, MODIFICADO A SU VEZ A TRAVÉS DE 
LOS ACUERDOS INE/CG1048/2015, INE/CG319/2016 E INE/CG614/2017. Al respecto, resulta importante señalar que dicho 
Acuerdo fue impugnado recayéndole la sentencia dictada en el Recurso de Apelación SUP-RAP-202/2023 y su acumulado, 
en la cual se determinó revocar para los efectos siguientes: 1) Ajustar la fracción IX, del numeral 1, correspondiente al artículo 
30 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, conforme con el estudio realizado en el 
apartado respectivo de dicha sentencia; y 2) Dejar insubsistente la reforma realizada a los párrafos 1 y 2 del artículo 31 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, para ajustar dicho precepto conforme a lo 
dispuesto en los artículos 191, párrafo 1, incisos a), c) y g); 192, párrafo 1, inciso b) y, 199, párrafo 1, inciso k), de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
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Consecuentemente, en términos de lo previsto en los artículos 31, numeral 1, en 
relación con el 30, numeral 2 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores 
en Materia de Fiscalización, establece que las causales de improcedencia deben 
ser examinadas de oficio, por lo que esta autoridad revisará si, de los hechos 
denunciados, se desprenden elementos suficientes para entrar al fondo del asunto, 
o si se actualiza alguna de las causales de improcedencia contempladas en la 
normatividad electoral. 
 
3.1 Pronunciamiento respecto a la solicitud de medidas cautelares 
 
De la lectura integral al escrito de queja presentado Jorge Álvarez Máynez a título 
personal, se advierte la solicitud de adopción de medidas cautelares, de manera 
inmediata necesarias e indispensables con la finalidad de hacer cesar los actos y 
hechos que constituyan una infracción a las disposiciones electorales, tal como se 
cita a continuación: 
 

“(...) 
De acuerdo con las consideraciones que han sido narradas, es claro que en el 
presente caso se han violentado los principios democráticos contenidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, cabe señalar 
que pese a la existencia de sendos acuerdos en los que se han dictado medidas 
cautelares por parte de las autoridades electorales para evitar violaciones a la 
legislación electoral, la denunciada ha continuado violentando de manera 
reiterada y sistemática la legislación, la propia Carta Magna así como los 
principios en ella contenidos. Dicho actuar genera que se continúe mermando 
los principios rectores en materia electoral. 
 
Asimismo, se solicita que las publicaciones y videos denunciados sean 
retirados de las cuentas oficiales de las redes sociales y sitios de internet 
correspondientes a efecto de que el material denunciado no continúe 
llegando a más personas; que se realice una revisión de las publicaciones 
de las cuentas de las que tenga dominio, controlo administración; y que 
no se publique material similar o análogo. 
 
De igual manera, se solicita que se ordene a la denunciada a reportar los 
gastos relativos a la estrategia digital implementada en favor de su 
candidatura por concepto de "bots" y cuentas falsas que emiten muestras 
de apoyo de manera constante, así como a emitir un desplegado en redes 
sociales el que se deslinde del uso de bots o cuentas falsas por generar 
posibles afectaciones al Proceso Electoral Federal 2023-2024. 
(…)” 
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Al respecto, es preciso señalar que las medidas cautelares, también denominadas 
medidas de seguridad o medidas provisionales, son un instrumento que puede 
decretarse por la autoridad competente, a solicitud de parte interesada o de oficio, 
para conservar la materia del litigio, así como para evitar un grave e irreparable daño 
a las partes en conflicto o a la sociedad, con motivo de la sustanciación de un 
procedimiento principal. 
 
Al respecto, conviene hacer mención que, la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación al resolver el recurso de apelación identificado como 
SUP-RAP-292/2012, señaló que la normativa electoral establece, con claridad, tres 
procedimientos sancionadores, con supuestos de procedencia distintos y que se 
tramitan de forma diferenciada, de dicha sentencia trascribimos la parte conducente: 
 

“(…) 
Ahora bien, el mencionado esquema de procedimientos sancionadores 
que prevé el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, se integra por tres diversos tipos de procesos: uno ordinario, 
uno especial y otro especializado en materia de financiamiento y gasto 
de los partidos políticos.  
 
En efecto, el Capítulo Tercero, del Título Primero del Libro Séptimo del 
referido Código, regula el procedimiento ordinario, establecido para el 
conocimiento de las faltas y aplicación de sanciones administrativas.  
 
En el artículo 364 del ordenamiento en cuestión se establece, como parte 
de la sustanciación del referido procedimiento, que si dentro del plazo 
fijado para la admisión de la queja o denuncia, la Secretaría Ejecutiva 
valora que deben dictarse medidas cautelares, lo propondrá a la 
Comisión de Quejas y Denuncias, para que dicho órgano resuelva lo 
conducente, en un plazo de veinticuatro horas.  
 
Por otra parte, el Capítulo Cuarto, del referido Título primero del Libro 
Séptimo del ordenamiento en mención, contiene las disposiciones que 
regulan el procedimiento especial sancionador, el cual se instruirá, dentro 
de los procesos electorales, únicamente cuando se denuncie la comisión 
de conductas que violen lo establecido en los artículos 41, Base III o 134, 
párrafo séptimo de la Constitución Federal; contravengan las normas 
sobre propaganda política o electoral establecidas para los partidos 
políticos; o constituyan actos anticipados de precampaña o campaña.  
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Respecto de dicho procedimiento, se indica que la denuncia debe referir, 
en su caso, las medidas cautelares que se soliciten. Asimismo, se prevé 
que, si la Secretaría Ejecutiva considera necesaria la adopción de dichas 
medidas, las propondrá a la Comisión de Quejas y Denuncias, a efecto 
de que dicho órgano determine lo conducente.  
 
Finalmente, el Capítulo Quinto, del indicado Título Primero del Libro 
Séptimo del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, regula el denominado “Procedimiento en materia de quejas 
sobre financiamiento y gasto de los partidos políticos”, y en dicho 
apartado se dispone que los órganos competentes para su tramitación y 
resolución son: el Consejo General, la Secretaría Ejecutiva y la Unidad 
de Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos. 
(…) 
De lo expuesto, es evidente que el Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales establece, con claridad, tres distintos 
procedimientos sancionadores, con supuestos de procedencia distintos 
y que se tramitan de forma diferenciada. Asimismo, es de resaltar que, 
para el caso del procedimiento en materia de quejas sobre financiamiento 
y gasto de los partidos políticos, no se prevé la posibilidad de decretar 
medidas cautelares. 
(…)” 
 

En este sentido, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación al resolver el recurso de apelación identificado como SUP-RAP 
292/2012, señaló que la normativa electoral establece, con claridad, tres 
procedimientos sancionadores, con supuestos de procedencia distintos y que se 
tramitan de forma diferenciada, siendo que la normativa aplicable a los 
procedimientos sancionadores en materia de fiscalización no prevé la 
posibilidad de decretar medidas cautelares, lo cual es congruente con lo 
establecido en la Constitución y la normativa electoral. 
 
Lo anterior, pues se estima que el ejercicio del derecho de acceso a la justicia 
establecido en el artículo 17 constitucional, no conduce a la procedencia de las 
medidas cautelares solicitadas, debido a que:  
 
a) Del principio pro persona no se deriva necesariamente que las cuestiones 
planteadas por los gobernados (en la especie consistentes en la solicitud de 
medidas cautelares), deban ser resueltas de manera favorable a sus pretensiones. 
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b) El derecho de acceso a la impartición de justicia no tiene el alcance de soslayar 
los presupuestos procesales necesarios para la procedencia de las vías 
jurisdiccionales.  
  
c) El principio pro persona no implica que dejen de observarse los diversos 
principios constitucionales y legales -legalidad, igualdad, seguridad jurídica, debido 
proceso, acceso efectivo a la justicia, cosa juzgada-, que rigen los procesos.  
  
Asimismo, este Consejo General se ha pronunciado anteriormente respecto de las 
medidas cautelares en los procedimientos administrativos sancionadores en 
materia de fiscalización, afirmando que no proceden en los procedimientos de esta 
naturaleza, lo que fue aprobado en el Acuerdo INE/CG161/2016, confirmado por la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la 
sentencia SUP-RAP-183/2016.  
  
De lo anterior, se desprende que en la normatividad aplicable a los procedimientos 
sancionadores en materia de fiscalización no se prevé la posibilidad de decretar 
medidas cautelares, lo cual es congruente con lo establecido en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y la normativa electoral. 
 
En atención a las consideraciones anteriores, se concluye que no ha lugar a 
decretar medidas cautelares en el presente procedimiento administrativo 
sancionador en materia de fiscalización, en razón de que no son procedentes. 
 
Bajo esta línea argumentativa y de conformidad con el artículo 30 numeral 1, fracción 
VI del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, 
la autoridad fiscalizadora ordenó dar vista a la Unidad Técnica de lo Contencioso 
Electoral. 
 
Al respecto la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral, registró mediante 
Acuerdo que obra en expediente de clave alfanumérica 
UT/SCG/PE/JAM/CG/28/PEF/619/2024 del veintitrés de febrero del dos mil 
veinticuatro, en su Considerando SEXTO. DESECHAMIENTO DE PLANO DE LA 
DENUNCIA, se acordó lo que a la letra se transcribe: 
 

(…) 
 
En ese sentido, a efecto de poder iniciar un procedimiento sancionador con 
motivo de la difusión de algún mensaje en red social, en el caso, en la red social 
Twitter, es imperativo contar con un mínimo de pruebas con las que se pretenda 
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desvirtuar la presunción de espontaneidad de las publicaciones denunciadas, 
ya que éstas se encuentran amparadas en el ejercicio de la libertad de 
expresión. 
 
Lo anterior es relevante en el caso que nos ocupa, pues se reitera, no se 
advierte prueba alguna, aun de carácter indiciario, con la que se acredite que 
las diversas cuentas de la red social “X”, enunciadas por el quejoso tuvieran 
características similares entre sí; que se hubieren detectado tareas repetitivas 
respecto al contenido que comparten, replican o publican; que hubieren 
difundido mensajes a favor de Bertha Xóchitl Gálvez Ruiz y de los partidos 
políticos que la postularon o de integrantes de éstos, o bien, en contra de otras 
fuerzas políticas; y menos aún, que los perfiles señalados por el quejoso, o los 
mensajes que pudieran estar alojados en ellos, fue elaborado por la hoy 
denunciada o por los partidos políticos ya referidos, o que fueron ellos quienes 
la ordenaron elaborar, ya que, como se ha razonado, el seguimiento entre 
usuarios (“seguir” o ser “seguido”), no implica un vínculo entre estos, mas allá 
de la propia red social. 
 
(…) 
 
Por lo anterior, es que se considera que, la conducta denunciada, en modo 
alguno podría constituir una vulneración a la normativa electoral; de ahí que se 
reitere la actualización de la causal de desechamiento prevista en los artículos 
471, párrafo 5, inciso b), de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, y 60, párrafo 1, fracción II, del Reglamento de Quejas y Denuncias 
del Instituto Nacional Electoral y, en consecuencia, se determina el 
desechamiento de la denuncia analizada. 
 
(…) 
 
Como consecuencia de lo anterior, respecto a la solicitud de medida 
cautelar formulada, no ha lugar a proveer lo conducente. 

 
Debido a lo anterior, se tiene conocimiento que la Unidad Técnica de lo Contencioso 
Electoral se pronunció respecto a lo solicitado por la parte quejosa, referente a la 
solicitud de medidas cautelares por los hechos denunciados.  
 
3.2 Improcedencia del escrito de queja  
 
En este sentido, cuando se analiza una denuncia por la presunta comisión de 
irregularidades, la autoridad debe estudiar de manera integral y cuidadosa el escrito 
de queja respectivo, junto con el material probatorio que se aporte para determinar 
si se acreditan en un primer momento los elementos de procedencia de la queja, a 
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efecto de proveer conforme a derecho sobre su admisión o desechamiento y, en 
este último caso, justificar que se está ante un supuesto evidente que autorice 
rechazar la queja o denuncia. 
 
Considerando lo anterior, este Consejo General advierte que, de la lectura al escrito 
de queja, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 31, numeral 
1, fracción V I, con relación al artículo 31, numera 1, fracción I del Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, los cuales establecen 
lo siguiente: 

 
“Artículo 30.  
Improcedencia 
 
1.El procedimiento será improcedente cuando: 
 
(…) 
 
VI. La UTF resulte incompetente para conocer los hechos denunciados. En 
estos casos, sin mayor trámite y a la brevedad se determinará de plano la 
incompetencia, y el expediente se remitirá a la autoridad u órgano que resulte 
competente para conocer del asunto. 
 
(…)” 
 
“Artículo 31.  
Desechamiento 
 
1. La UTF elaborará y someterá, a revisión de la Comisión el Proyecto de 
Resolución del Consejo General que determine el desechamiento 
correspondiente, en los casos siguientes: 
 
I. Se desechará de plano el escrito de queja, sin que anteceda prevención 
a la parte denunciante, cuando se actualice alguno de los supuestos 
señalados en las fracciones II, IV, V, VI, VII, VIII y IX del numeral 1 del artículo 
30 del Reglamento. 
 
(...)” 

 
A mayor abundamiento, de la lectura integral de los preceptos normativos en cita, 
en lo que interesa, se desprende lo siguiente: 
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a) Que la autoridad electoral fiscalizadora debe resultar competente para 
conocer de los hechos denunciados en el escrito de queja. 
 

b) Que, en caso de no cumplirse el supuesto mencionado en el punto anterior, 
la Unidad Técnica de Fiscalización elaborará y someterá a la aprobación de 
la Comisión de Fiscalización, el Proyecto de Resolución que deseche de 
plano el procedimiento y deberá remitirlo a la autoridad u órgano que resulte 
competente. 

 
c) Que en caso de que la Unidad Técnica de Fiscalización resulte incompetente, 

sin mayor trámite y a la brevedad podrá remitir el escrito de queja a la 
autoridad que resulte competente para conocer del asunto. 
 

Ahora bien, de la lectura al escrito de queja presentado por el promovente se 
advierte la denuncia de hechos atribuidos a la coalición denominada “Fuerza y 
Corazón por México”, quienes resulten responsables y Bertha Xóchitl Gálvez Ruíz 
quien se postula al cargo de la Presidencia de la República Mexicana, a quien se le 
reprocha la realización de los hechos siguientes:  
 
El quejoso refiere que, el 12 de febrero de la presente anualidad, se presentaron 
una serie de publicaciones, realizadas por “bots”, en la red social “X” (antes 
Twitter) que benefician a la coalición denominada “Fuerza y Corazón por México” y 
Bertha Xóchitl Gálvez Ruiz lo que bajo su óptica pone en peligro los principios y 
valores electorales, así como causa una afectación del principio de equidad de la 
contienda electoral. 
 
Con base en lo anterior, el quejoso funda su queja al señalar que dichos hechos traen 
consigo actos anticipados de campaña, aportación de ente impedido, y la posible 
omisión de reportar ingresos y/o gastos por la compra de bots que favorecen a Bertha 
Xóchitl Gálvez Ruíz.  
 
Al respecto resulta importante señalar que el Consejo General de este Instituto, 
aprobó en sesión extraordinaria celebrada el doce de octubre de dos mil veintitrés, 
mediante Acuerdo identificado con la clave alfanumérica INE/CG563/2023, el inicio 
y fin del periodo de precampañas para el Proceso Electoral Federal 2023-2024, en 
acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación en el expediente SUP-RAP-210/2023, en el que, 
entre otras cosas, se modifican los plazos para la fiscalización de los informes de 
ingresos y gasto correspondientes a los periodos de obtención del apoyo de la 
ciudadanía, precampañas del Proceso Electoral Federal 2023-2024, así como los 
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procesos extraordinarios que se pudieran derivar de estos. Asimismo, en el acuerdo 
identificado con la clave alfanumérica INE/CG502/20233, se estableció para la 
Elección Federal que las campañas electorales darán inicio el primero de marzo 
de dos mil veinticuatro y concluirán el veintinueve de mayo del citado año, como 
se muestra a continuación: 
 

Cargo Periodo Inicio Fin 

Presidencia 
de la 

República  

Precampaña 20 de noviembre de 2023 18 de enero de 2024 

Campaña 1 de marzo de 2024 29 de mayo de 2024 

 
Expuesto lo anterior, y tomando en consideración las pretensiones del quejoso, esta 
autoridad advierte la actualización del requisito de improcedencia establecido en el 
artículo 30, numeral 1, fracción VI del Reglamento de Procedimientos 
Sancionadores en Materia de Fiscalización. 
 
En efecto, de la lectura integral al escrito de queja presentado, se advierte que, el 
quejoso indica que el desarrollo de los hechos denunciados podría infringir los 
bienes jurídicos tutelados por el marco normativo en materia de fiscalización, sin 
embargo la temporalidad en la que presuntamente sucedieron los hechos 
denunciados se encuentra fuera de los períodos establecidos como precampaña 
y/o campaña, esto es el doce de febrero de dos mil veinticuatro, es decir posterior 
a la conclusión de las precampañas y previo el inicio de las campañas, circunstancia 
que incluso es reconocida por el denunciante, de ahí que pretenda que los hechos 
denunciados sean analizados a la luz de si estos configuran actos anticipados de 
campaña. 
 
Sin que escape a la atención de esta autoridad, el quejoso refiere que, derivado de 
los actos anticipados de campaña, por la compra de bots que favorecen a Bertha 
Xóchitl Gálvez Ruiz se actualizan diversas hipótesis en materia de fiscalización, tales 
como: aportación de ente impedido, omisión de reportar ingresos y/o egresos, lo 
cual, representa una afectación a la equidad en el Proceso Electoral Concurrente 
2023-2024, sin embargo, por cuanto hace a la referida conducta (actos anticipados 
de campaña) dicha competencia surte a favor de la Unidad Técnica de lo 
Contencioso Electoral del Instituto Nacional Electoral.  

 
3 Visible en: https://www.ine.mx/wp-content/uploads/2023/11/Calendario-Electoral-2024-V3.pdf  

https://www.ine.mx/wp-content/uploads/2023/11/Calendario-Electoral-2024-V3.pdf
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En este contexto, resulta importante resaltar lo siguiente: 
 
Las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al dictar 
sentencia en los Recursos de Apelación SCM-RAP-112/2021, SUP-RAP-15/2023 y 
SUP-RAP-44/2023, determinaron lo siguiente: 
 
SCM-RAP-112/2021 
 

• Se cumple con los principios de congruencia y legalidad, cuando los 
hechos denunciados en un procedimiento administrativo sancionador en 
materia de fiscalización, se desprenden, entre otros hechos, actos 
anticipados de precampaña, campaña y se determina la improcedencia 
de la queja, al encontrarse vinculados dichos hechos a una posible 
vulneración a la legislación electoral local, que pudieran incidir en el proceso 
local ordinario respectivo, con lo que se surte la competencia a favor del 
Instituto Electoral correspondiente. 
 

• Las conductas consistentes en actos anticipados de precampaña y 
campaña deben revisarse, en un primer momento, en un procedimiento 
sancionador genérico, para que la autoridad competente realizara las 
indagatorias respectivas y determinara lo que correspondiera, en el ámbito 
de sus atribuciones. 
 

• Lo anterior, no deja cerrada la posibilidad para que, derivado de lo resuelto 
por la autoridad local, se inicie un nuevo procedimiento en materia de 
fiscalización, si derivado de la indagatoria correspondiente surgieran 
elementos que hicieran necesario un pronunciamiento sobre dicha materia. 

 
SUP-RAP-15/2023 
 

• La responsable válidamente identificó que, en primer término, debía de 
dilucidarse si la propaganda denunciada constituía o no actos de 
promoción electoral en beneficio de la denunciada, para después poder 
investigar si, dada su ilicitud, debía de conocerse el origen de los 
recursos que la sufragan.  
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• Por lo que es indispensable que previamente exista un pronunciamiento 
emitido por autoridad competente en la que se declare si la propaganda 
constituye o no actos anticipados de precampaña y campaña, lo cual 
debía de dilucidarse a través de un procedimiento especial 
sancionador. 

 
Tal y como se advierte de los precedentes jurisdiccionales previamente citados, es 
indispensable que previamente exista un pronunciamiento emitido por autoridad 
competente en la que se declare si la propaganda constituye o no actos anticipados 
de campaña, así como la licitud o no de la presunta propaganda denunciada 
derivado de su exhibición en la etapa de intercampaña, lo cual debe de dilucidarse 
a través de un procedimiento especial sancionador competencia de la Unidad 
Técnica de lo Contencioso Electoral de este Instituto.  
 
Por lo anterior, resulta evidente que la pretensión del quejoso, de analizar la 
existencia de transgresiones al marco normativo en materia de fiscalización se 
encuentra supeditada a la actualización de un presupuesto previo, esto es, a la 
calificativa de los hechos denunciados, que se presumen en los extremos previstos 
en los artículos 459, párrafo 1, inciso c); y 470, párrafo 1 inciso c), de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, así como 59, numeral 1 y 2, 
fracciones II y III, del Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto Nacional 
Electoral, la vía para conocer respecto de estos hechos es a través del 
Procedimiento Especial Sancionador. 
 
Atendiendo a lo anterior es procedente determinar que la competencia para conocer 
el presente asunto corresponde a la autoridad electoral referida, de conformidad con 
lo establecido en la jurisprudencia 8/2016, del rubro COMPETENCIA. EL 
CONOCIMIENTO DE ACTOS ANTICIPADOS DE PRECAMPAÑA O CAMPAÑA, 
SE DETERMINA POR SU VINCULACIÓN AL PROCESO ELECTORAL QUE SE 
ADUCE LESIONADO, así como la Tesis XXV/2012, de rubro ACTOS 
ANTICIPADOS DE PRECAMPAÑA Y CAMPAÑA, PUEDEN DENUNCIARSE EN 
CUALQUIER MOMENTO ANTE EL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL. 
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Y por su parte, de conformidad con la tesis de jurisprudencia 25/20154, con rubro 
“COMPETENCIA. SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN PARA CONOCER, 
SUSTANCIAR Y RESOLVER PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES”, establece 
que el sistema de distribución de competencias para conocer, sustanciar y resolver 
los procedimientos sancionadores previstos en la normativa electoral atiende, 
esencialmente, a la vinculación de la irregularidad denunciada con algún proceso 
comicial, ya sea local o federal, así como al ámbito territorial en que ocurra y tenga 
impacto la conducta ilegal. 
 
Por lo tanto, se considera que los hechos denunciados encuentran correspondencia 
con la competencia de la citada Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral de este 
Instituto, ya que la denuncia presentada se encuentra vinculada con la presunta 
vulneración de su normatividad en esa materia, y cuya vía de resolución se 
encuentra establecida como ya se mencionó, en los artículos 459, párrafo 1, inciso 
c); y 470, párrafo 1 inciso c), de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, así como 59, numeral 1 y 2, fracciones II y III, del Reglamento de Quejas 
y Denuncias del Instituto Nacional 
Electoral: 

 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

 
“Artículo 459. 
1. Son órganos competentes para la tramitación y resolución del procedimiento 
sancionador: 
(…) 
c) La Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral de la Secretaría Ejecutiva del 
Consejo General. 
(…)” 
 
“Artículo 470. 
1. Dentro de los procesos electorales, la Secretaría Ejecutiva del Instituto, por 
conducto de la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral, instruirá el 
procedimiento especial establecido por el presente Capítulo, cuando se 
denuncie la comisión de conductas que: 
(…) 
c) Constituyan actos anticipados de precampaña o campaña.” 
 

 
4 Emitida por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Consultable en: Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en 
materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 8, Número 17, 2015, páginas 16 y 17. 
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Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto Nacional Electoral 
 
“Artículo 59 
Procedencia 
1. En todo tiempo, la Unidad Técnica instruirá el procedimiento especial 
sancionador, cuando se denuncie la transgresión a lo establecido en los 
artículos 41, Base III, así como 134, párrafo octavo de la Constitución, cuyo 
medio comisivo sea radio o televisión. 
2. Durante el Proceso Electoral, cuando se trate de la comisión de conductas 
que transgredan: 
(…) 
II. Las normas sobre propaganda política o electoral; 
III. Constituyan actos anticipados de precampaña o campaña, y (…)” 
 

Atendiendo al principio de exhaustividad, no escapa de la atención de esta autoridad 
que, adicional a lo previamente expuesto, la presunta materialidad de los hechos 
controvertidos aconteció en temporalidad previa al inicio de la etapa de la campaña 
del cargo público a la Presidencia de la República Mexicana. 
 
De tal suerte que, adicional a las presuntas infracciones que podrían acontecer y 
que al efecto se han expuesto, debe considerarse, la actualización o no de actos 
anticipados de campaña política. 
 
Al efecto, dicha figura jurídica encuentra correspondencia con el ámbito de 
competencia de la autoridad electoral referida, según se desprende en el diverso 
470 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, el cual 
establece lo siguiente: 
 

Del Procedimiento Especial Sancionador 
“Artículo 470. 
1. Dentro de los procesos electorales, la Secretaría Ejecutiva del Instituto, por 
conducto de la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral, instruirá el 
procedimiento especial establecido por el presente Capítulo, cuando se 
denuncie la comisión de conductas que: 
(…) 
c) Constituyan actos anticipados de precampaña o campaña.” 
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Por tanto, dada la temporalidad y naturaleza intrínseca de los hechos materia de 
la denuncia, esta autoridad colige que la pretensión que subyace recae sobre la 
premisa de la presunta actualización de actos anticipados de campaña, cuya 
competencia de conocimiento corresponde a la multicitada Unidad Técnica de lo 
Contencioso Electoral de este Instituto. 
 
Lo anterior, toda vez que, de conformidad a lo establecido en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, el Consejo General, a través de la Comisión de 
Fiscalización y de la Unidad Técnica de Fiscalización, tiene a su cargo la 
fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos; personas 
precandidatas, coaliciones; personas candidatas a cargos de elección popular 
federal y local. 
 
A mayor abundamiento, la función del órgano fiscalizador es verificar el origen, 
destino y aplicación de los recursos empleados por los sujetos obligados para la 
consecución de sus actividades, en este orden de ideas el cumplimiento de sus 
obligaciones permite al órgano fiscalizador contar con toda la documentación 
comprobatoria necesaria para verificar el adecuado manejo de los recursos que los 
sujetos obligados reciban y realicen, garantizando de esta forma un régimen de 
transparencia y rendición de cuentas, principios esenciales que deben regir en un 
Estado democrático. 
  
Así las cosas, la competencia es un concepto que refiere la titularidad de una 
potestad que un órgano de autoridad posee sobre una determinada materia y ámbito 
de jurisdicción; es decir, se trata de una circunstancia subjetiva o inherente del 
órgano, de manera que cuando éste sea titular de los intereses y potestades 
públicas que le confiera la ley, éste será competente. 
 
Esa competencia le otorga la facultad para realizar determinados actos acorde al 
orden jurídico establecido por el legislador, éstos le son atribuibles a determinada 
autoridad; en virtud de lo anterior, es dable señalar que ésta siempre debe ser 
otorgada por un acto legislativo material, o en su caso, acuerdos o decretos; a fin 
de que los órganos puedan cumplir las atribuciones que el Estado les tiene 
encomendadas. 
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En un Estado de Derecho no se concibe la existencia de un órgano de autoridad sin 
competencia; como efecto de que ésta es constitutiva del órgano, la misma no se 
puede renunciar ni declinar, sino que, por el contrario, su ejercicio debe limitarse a 
los términos establecidos por la ley y el interés público. 
 
Como ya fue mencionado, en el caso que nos ocupa, se tiene que a dicho del 
quejoso, la coalición denominada “Fuerza y Corazón por México” y Bertha Xóchitl 
Gálvez Ruíz quien se postula al cargo de Presidenta de la República, realizaron 
actos anticipados de campaña, aportación de ente impedido, y la posible omisión 
de reportar ingresos y/o gastos por la compra de bots en la red social “X”, que pone 
en peligro los principios y valores electorales, así como, la afectación del principio 
de equidad de la contienda electoral, lo que bajo la óptica del denunciante podría 
traducirse en una supuesta ventaja ante el electorado para su candidatura.  
 
Ahora bien, como fue analizado en los párrafos que anteceden, la Unidad Técnica 
de Fiscalización no es competente para determinar la existencia de actos 
anticipados de campaña. De este modo, y en consideración a los argumentos 
expuestos, correspondería primeramente conocer y estudiar de los hechos 
denunciados a la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral de este Instituto, 
por lo que, mediante oficio INE/UTF/DRN/6668/2024, se dio vista a dicha Unidad 
para que en el ámbito de sus atribuciones determinara lo que en derecho 
correspondiera. 
 
Derivado de lo anterior, se recibió el Acuerdo emitido dentro del expediente 
UT/SCG/PE/JAM/CG/228/PEF/619/2024, iniciado con motivo de la vista dada 
mediante el oficio señalado en el inciso anterior, en cuyo punto de acuerdo SEXTO, 
se determinó desechar la queja por actualizarse la causal prevista en los artículos 
471, párrafo 5, inciso b) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales; y 60, párrafo 1, fracción II del Reglamento de Quejas y Denuncias del 
Instituto Nacional Electoral, ya que los hechos denunciados no actualizan una falta 
susceptible de ser sancionada en materia electoral, pues, dicho reclamo deriva de 
una apreciación subjetiva del promovente que no soporta en un mínimo de material 
probatorio que acredite sus manifestaciones. 
 
En consecuencia, de las consideraciones fácticas y normativas al actualizarse la 
causal de improcedencia prevista en el artículo 30, numeral 1, fracción VI, en 
relación con el diverso 31, numeral 1, fracción I, ambos del Reglamento de 
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Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, lo procedente es 
desechar el escrito de queja. 
 
En atención a los antecedentes y considerandos vertidos, y en ejercicio de 
las atribuciones que le confieren a este Consejo General los artículos 35, 
numeral 1; 44, numeral 1, incisos j) y a) de la Ley General de Instituciones 
y Procedimientos Electorales, se: 
 
 

R E S U E L V E 
 
 
PRIMERO. No ha lugar a conceder medidas cautelares, de conformidad con lo 
expuesto en el Considerando 3.1 de la presente Resolución. 
 
SEGUNDO. Se desecha de plano el escrito de queja presentado en contra de la 
coalición denominada “Fuerza y Corazón por México” y Bertha Xóchitl Gálvez Ruíz 
candidata a la Presidencia de la República mexicana, de conformidad con lo 
expuesto en el Considerando 3 .2 , de la presente Resolución. 
 
TERCERO. Notifíquese personalmente a Jorge Álvarez Máynez, de conformidad 
con el artículo 8, numeral 1, inciso a) del Reglamento de Procedimientos 
Sancionadores en Materia de Fiscalización. 
 
CUARTO. En términos de lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley General del Sistema 
de Medios de Impugnación en Materia Electoral, el recurso que procede en contra de 
la presente determinación es el denominado “recurso de apelación”, el cual según lo 
previsto en los numerales 8 y 9 del mismo ordenamiento legal se debe interponer 
dentro de los cuatro días contados a partir del día siguiente a aquél en que se tenga 
conocimiento del acto o resolución impugnado, o se hubiese notificado de 
conformidad con la ley aplicable, ante la autoridad señalada como responsable del 
acto o resolución impugnada. 
 
QUINTO. En su oportunidad archívese el presente expediente como asunto total y 
definitivamente concluido. 
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La presente Resolución fue aprobada en lo general en sesión extraordinaria del 
Consejo General celebrada el 21 de marzo de 2024, por votación unánime de las y 
los Consejeros Electorales, Maestro Arturo Castillo Loza, Norma Irene De La Cruz 
Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Maestro José Martín Fernando Faz 
Mora, Carla Astrid Humphrey Jordan, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro 
Jorge Montaño Ventura, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera 
Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera Presidenta, 
Licenciada Guadalupe Taddei Zavala. 
 
Se aprobó en lo particular las consideraciones relativas a la improcedencia de las 
medidas cautelares, en los términos del Proyecto de Resolución originalmente 
circulado, por diez votos a favor de las y los Consejeros Electorales, Maestro Arturo 
Castillo Loza, Norma Irene De La Cruz Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, 
Carla Astrid Humphrey Jordan, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro Jorge 
Montaño Ventura, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera 
Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera Presidenta, 
Licenciada Guadalupe Taddei Zavala y, un voto en contra del Consejero Electoral, 
Maestro José Martín Fernando Faz Mora. 
 
 

LA CONSEJERA PRESIDENTA 
DEL CONSEJO GENERAL 

 
 
 
 
 
 

LIC. GUADALUPE TADDEI 
ZAVALA 

LA ENCARGADA DEL DESPACHO 
DE LA SECRETARÍA  

DEL CONSEJO GENERAL 
 
 
 
 
 

MTRA. CLAUDIA EDITH SUÁREZ 
OJEDA 
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